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Plantea Iusport en portada la noticia de que el gobierno se haya 

planteado poner fin a la competencia que poseen las federaciones deportivas 

para llevar a cabo las actividades de formación de sus de técnicos deportivos. 

De modo que dicha actuación gubernativa se verá forzada por la realidad de 

los hechos y esto «es sólo cuestión de tiempo». 

Por nuestra parte, en la presente colaboración nos permitimos 

plantear una posibilidad1

En este sentido debe recordarse que, en los comienzos de la legislatura, 

el Gobierno inició un proyecto de profundas reformas encaminado a afrontar la 

 estrechamente relacionada con la previsión 

antedicha. Esto es, la amplitud de las reformas administrativas 

emprendidas por el ejecutivo bien puede determinar que las 

federaciones, como consecuencia de la aplicación de las mismas, no 

podrán seguir estableciendo condiciones de titulación o cualificación 

para el ejercicio de funciones profesionales de entrenador, preparador 

físico o cualesquiera otras de carácter técnico. 

                                                 
1 Planteamiento que se integra en un trabajo más amplio y que puede verse en ESPARTERO CASADO, 
J., «Los proyectos de ley de racionalización del sector público, unidad del mercado y servicios y colegios 
profesionales. Posibles efectos y consecuencias en la regulación de las profesiones deportivas», en 
Revista Aranzadi de Derecho del Deporte y el Entretenimiento, nº 42, 2014, págs. 45-112. 
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grave crisis económica. Una parte esencial del mismo se encaminó a la 

reforma de las Administraciones Públicas sobre la base de racionalizar 

estructuras, procedimientos y recursos a fin de configurar un sector público 

libre de solapamientos, duplicidades y gastos innecesarios. En otras palabras, 

se pretendía conseguir la simplificación, agilidad y transparencia en la gestión 

pública. Para el alcance de estas finalidades, y entre otras medidas, el 20 de 

septiembre de 2013 se presentaba al Consejo de Ministros el Anteproyecto de 

Ley para la racionalización del Sector Público y de medidas de reforma 

administrativa2

La reforma administrativa abordada por el Gobierno también se enfoca, 

de forma fundamental, a facilitar las relaciones de la Administración con los 

ciudadanos y las empresas. De entre las diversas iniciativas dirigidas a 

simplificar los trámites y procedimientos, eliminar cargas y facilitar el acceso a 

la información de quienes se relacionan con el sector público, destaca la 

vigente Ley 20/2013, de 9 de diciembre

 con el fin de promover la racionalización y reducción de cargas 

administrativas, concretándose una serie de reformas legislativas necesarias a 

tal fin. 

3

                                                 
2 El Pleno del Senado ha aprobado el pasado 10 de julio el dictamen de la Comisión de Hacienda y 
Administraciones Públicas sobre el Proyecto de Ley de Racionalización del Sector Público y otras 
medidas de reforma administrativa.  El texto se ha remitido al Congreso de los Diputados para proceder a 
su aprobación definitiva. 

, de Garantía de Unidad de Mercado 

que persigue la simplificación de las trabas administrativas para el acceso y el 

ejercicio de las actividades económicas en las diferentes Comunidades 

Autónomas y la libre circulación de bienes y servicios en todo el territorio 

nacional. A su vez, esta normativa se fundamenta en la confianza mutua y en la 

responsabilidad de todas la Administraciones mediante la colaboración ex ante 

y ex post para el control y la supervisión. En pro de esta consideración se 

establece el principio de que el título habilitante para el ejercicio de una 

actividad o la circulación de un producto tenga eficacia en todo el territorio 

nacional y prevé mecanismos de cooperación entre las Administraciones 

Públicas para la elaboración de proyectos normativos con objeto de preservar 

su coherencia. 
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También, en el marco de las reformas estructurales recogidas en la 

Estrategia Española de Política Económica –lanzada en septiembre de 2012 y 

actualizada en abril de 2013-, el consejo de Ministros aprobó el Anteproyecto 

de Ley de Servicios y Colegios Profesionales, el 2 de agosto de 2013. Ello con 

el objetivo de aportar más flexibilidad y competencia a la economía, ayudar a 

contener los márgenes y costes empresariales, mejorar la calidad de los 

factores productivos y facilitar la asignación de recursos hacia los sectores más 

competitivos. En este sentido debe destacarse que en el propio Anteproyecto 

se significa que «esta ley debe considerarse complementaria a la Ley (…) de 

Garantía de Unidad de Mercado dado que ambas tienen como objetivo la 

creación de un marco regulatorio eficiente para las actividades económicas y la 

eliminación de las barreras y obstáculos existentes a través de la aplicación de 

los principios de buena regulación económica. Esta ley, en concreto estaría 

aplicando dichos principios al sector de los servicios profesionales y a las 

restricciones al acceso basadas en la cualificación». 

Es indudable que tan amplia finalidad reformista afecta a la práctica 

totalidad de los planos sociales, de los cuales la actividad deportiva no 

constituye una excepción. Es más, entre los posibles ámbitos de afectación 

problemática de esta reforma se encuentran, entre otros, el de las titulaciones 

deportivas, ya que es casi inevitable pensar las consecuencias que la misma 

pueda deparar de cara a la materialización de la finalidad de estas formaciones 

y titulaciones, que no puede ser otra que su ejercicio profesional o, si se 

prefiere, la prestación de servicios profesionales o laborales en el marco de la 

actividad física y del deporte. De manera que este contexto se ve plenamente 

abocado al albur más concreto de las exigencias que concitan los fines 

pretendidos por las futuras leyes de Garantía de Unidad de Mercado y de 

Servicios y Colegios Profesionales. Toda vez que, sobre la base de estas 

normativas proyectadas, deba concluirse que la exigencia de titulación o 

formación para llevar a cabo la prestación de servicios laborales o 

                                                                                                                                               
3 BOE nº 295, de 10 de diciembre. 



 

 4 

profesionales constituirá un obstáculo para el pleno desenvolvimiento de la 

unidad y liberalización del mercado en al ámbito del deporte.  

Pero dejando a un lado cuestiones tan importantes como pueda ser el 

hecho de que los visos de esta reforma parecen excluir definitivamente la 

posibilidad de la regulación del ejercicio profesional en el deporte, queremos 

llamar la atención sobre el hecho de que el conjunto de medidas reformistas 

proyectadas va a afectar a la competencia de las federaciones para la 

realización de actividades en materia de formación deportiva. Ello porque, 

como se verá, las exigencias los reglamentos federativos en materia de 

posesión de las cualificaciones a las que pueden conducir estas formaciones 

no parecen tener cómodo ajuste en las prescripciones que pretenden 

garantizar la unidad del mercado a través de, entre otras medidas, la liberación 

de la prestación de servicios que también alcanzaría al contexto de la actividad 

física y del deporte. Empero, esta última reflexión que se acaba de realizar 

requiere, seguramente y para su mejor ponderación, la exposición siquiera 

somera  de la normativa relativa a la unidad del mercado y a la regulación de 

los servicios y colegios profesionales en sus aspectos más señeros respecto de 

las cuestiones que se acaban de exponer. De ahí que pasemos primero a 

enunciar las bases de estos proyectos normativos para, más adelante, 

explayarnos sobre esta cuestión que ahora someramente se adelanta. 

II. La Ley de Garantía de Unidad del Mercado 

La Ley 20/2013 de Garantía de Unidad de Mercado busca establecer los 

principios y normas básicas que, con pleno respeto a las competencias de las 

Comunidades Autónomas y de las Entidades Locales, garanticen la unidad de 

mercado para crear un entorno mucho más favorable a la competencia y a la 

inversión. De modo que todas las Administraciones Públicas observarán los 

principios recogidos en esta ley, en todos sus actos y disposiciones y para 

todas las actividades económicas. A tal efecto, se parte de considerar que el 

principio de unidad de mercado tiene su reflejo en el artículo 139 de la 

Constitución que expresamente impide adoptar medidas que directa o 



 

 5 

indirectamente obstaculicen la libertad de circulación y establecimiento de las 

personas y la libre circulación de bienes en todo el territorio español. 

Consideración esta, por otra parte, que halla pleno refrendo en la temprana 

doctrina del Tribunal Constitucional4

Todo ello con la finalidad del ajuste a la Directiva 2006/123/CE del 

Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 2006

. 

5, relativa a los 

servicios en el mercado interior, también conocida como «Directiva de 

Servicios», incorporada al ordenamiento jurídico español a través de la Ley 

17/2009, de 23 de noviembre6

En definitiva, la pretensión de la norma proyectada no es otra que la 

implementación efectiva del libre acceso a las actividades económicas y el 

carácter restrictivo de las limitaciones que puedan establecerse en el mismo, 

de modo que se instituya la igualdad efectiva de derechos en el ejercicio de 

dichas actividades. Resulta claro, pues, que en la consideración de actividad 

económica a la que se refieren los apartados anteriores está incluida la 

denominada actividad deportiva profesional ya que -tanto por su propia 

configuración como por la existencia de lazos laborales entre sus actores- 

manifiesta un carácter y una repercusión económica evidente. En efecto, es 

sabido que el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas (en adelante, 

, sobre el libre acceso a las actividades de 

servicios y su ejercicio. En tal sentido, pues, se consagra la libre iniciativa 

económica al estipularse que «El acceso a las actividades económicas y su 

ejercicio será libre en todo el territorio nacional y sólo podrá limitarse conforme 

a lo establecido en esta ley y a lo dispuesto en la normativa de la Unión Europea 

o en tratados y convenios internacionales» (art. 16). En sintonía, pues, con la 

Directiva de Servicios se suprimen las autorizaciones, permisos y licencias con 

carácter previo habilitante, con la excepcionalidad de la existencia de una 

causa de interés general, que, en su artículo 17, se identifica con la 

instrumentación del principio de necesidad y proporcionalidad.  

                                                 
4 Vid. las SSTC 1/1982, de 28 enero; 96/1984, de 19 octubre; 29/1986, de 20 febrero; 96/1984, de 19 
octubre; 64/1990, de 5 abril, 118/1996 de 27 junio. 
5 DOUEL nº 376, de 27 de diciembre. 
6 BOE nº 283, de 24 de noviembre. 
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TJCE) se pronunció por primera vez sobre la aplicabilidad del Derecho 

Comunitario en el ámbito del deporte con la Sentencia Walrave, de 12 de 

diciembre de 1974. En la misma el TJCE declaró que el deporte constituye una 

actividad económica en el sentido del artículo 2 del Tratado de la Comunidad 

Económica Europea (en adelante, CEE) –y, por tanto, resulta ser un ámbito 

susceptible de aplicación del Derecho Comunitario-, pues implica una 

prestación de trabajo o servicio remunerado. Asimismo, el Tribunal también se 

pronunciaría en términos afirmativos sobre la cuestión relativa a la aplicabilidad 

del Derecho comunitario a los reglamentos de las federaciones deportivas, 

pues «(...) no sólo se impone a la actuación de las autoridades públicas, sino 

que se extiende asimismo a normativas de otra naturaleza que tengan por 

finalidad regular colectivamente el trabajo por cuenta ajena y las prestaciones 

de servicios».  

Los planteamientos citados, es sobradamente conocido, se han visto 

refrendados por una reiterada jurisprudencia7

Por otra parte, a los efectos de aplicación de las disposiciones de la UE 

en materia de competencia, se requiere la implicación de entidades designadas 

por el Tratado CEE como empresas. Si bien debe reseñarse que el Derecho 

comunitario no determinó un concepto de empresa en el Tratado, aunque tenga 

el mismo contenido en los artículos 85 y 86

 del Tribunal de Justicia, cuya 

última manifestación se constituye por la Sentencia Meca Medina, de 18 de 

julio de 2006, y que sería muy contestada por las estructuras deportivas, al 

considerar que este fallo implicaba que la ingente multitud de normativas y 

reglamentos deportivos, en relación a la idoneidad de los clubes para participar 

(«practicar») en una competición deportiva, deben todos ellos someterse a 

revisión para ajustarse en su caso a la legislación de la Unión Europea (en 

adelante, UE).  

8

                                                 
7 Bosman, apartado 73; Deliège, apartado 41, y de 13 de abril de 2000, Lehtonen y Castors Braine, 
C-176/96, Rec. p. I-2681, apartado 32.  

. Ello no obstante, la jurisprudencia 

ha venido a considerar una concepción de empresa en el más amplio sentido, 

8 Sentencia del Tribunal de 1ª Instancia de 10 de marzo de 1992, SIV y otros c/Comisión. Asuntos 
acumulados T-68/89, T-77/89 y T-78/89, Rec. pág. II-1403, aptdo. 358. 
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de modo que se entiende como tal «cualquier entidad que ejerza una actividad 

económica con independencia del estatuto jurídico de dicha entidad y de su 

modo de financiación»9 y ello sin que resulte relevante la magnitud de la 

actividad económica que se realiza. En los términos de esta interpretación 

jurisprudencial, además, el ejercicio de empresa no implica o requiere como 

condición necesaria la obtención o realización de beneficios, ya que será la 

naturaleza de las actividades ejercidas, antes que la consecución de 

beneficios, la que determine la presencia del carácter empresarial. En tal 

sentido, la jurisprudencia del Tribunal ha señalado que el carácter no lucrativo 

de una entidad, no es óbice para la aplicación de la política comunitaria de 

competencia10. Criterio similar es el seguido por la Comisión, al precisar 

igualmente que su política de competencia concierne a las actividades 

económicas «abstracción hecha de la existencia o no de ánimo de lucro»11

De estas consideraciones puede afirmarse sin lugar a equívoco que las 

federaciones y asociaciones o clubes deportivos revisten la condición de 

empresas a la luz del Derecho comunitario, toda vez que los mismos ejerciten 

una actividad que tenga la consideración de económica o empresarial. Y, si 

hacemos translación de las consideraciones expuestas al marco pretendido por 

la Ley 20/2013 que nos ocupa, la conclusión no puede ser más evidente: la 

actividad físico-deportiva, en la medida que se constituya como objeto de 

prestación de servicios profesionales, estará sometida como actividad 

económica a las medidas liberalizadoras proyectadas. Este sometimiento 

deberá alcanzar, en consecuencia, a las normas privadas de las asociaciones 

deportivas –léase federaciones, ligas, etc.- y esto implicará que si las mismas 

. 

                                                 
9 Sentencias de 23 de abril de 1991 [TJCE 1991, 180], Höfner y Elser, C-41/90, Rec. p. I-1979, apartado 
21, y de 17 de febrero de 1993 [TJCE 1993, 19], Poucet y Pistre, C-159/91 y C-160/91, Rec. p. I-637, 
apartado 17). Procede recordar que, según reiterada jurisprudencia, constituye una actividad económica 
cualquier actividad consistente en ofrecer bienes o servicios en un determinado mercado (sentencias de 24 
de octubre de 2002 [TJCE 2002, 299], Aéroports de Paris/Comisión, C-82/01 P, Rec. p. I-9297, apartado 
79; de 1 de julio de 2008 [TJCE 2008, 148] , MOTOE, C-49/07, Rec. p. I-4863, apartado 22, y de 3 de 
marzo de 2011 [TJCE 2011, 32], AG2R Prévoyance, C-437/09, Rec. p. I-0000, apartado 42). Así pues, el 
propio Estado o un organismo estatal pueden actuar como empresa (véase, en este sentido, la sentencia de 
20 de marzo de 1985, Italia/Comisión, 41/83, Rec. p. 873, apartados 16 a 20. 
10 Vid. la sentencia precitada, Höfner y Elser. 
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articulan barreras u obstáculos al libre acceso a la prestación de servicios 

profesionales o laborales, habrá de procederse a su eliminación en cuanto 

supongan una restricción injustificada en los términos propuestos al ejercicio de 

actividades económicas. 

Consideración esta que se hace más palmaria todavía si se pone en 

relación con las previsiones del Anteproyecto de Ley de Servicios y Colegios 

Profesionales que pretende establecer el nuevo marco regulador del subsector 

de servicios profesionales y una nueva regulación de los Colegios 

Profesionales y que pasamos a revisar someramente a continuación. 

III. El Anteproyecto de Ley de Servicios y Colegios Profesionales 

Debe significarse que el principal antecedente del Anteproyecto es la 

aludida Directiva 2006/123/CE, así como el resultado de su transposición al 

plano legislativo nacional. Esto es, la citada Ley 17/2009 y la Ley 25/2009, de 

22 de diciembre12

                                                                                                                                               
11 Decisión 89/536/CEE de la Comisión de 15 de septiembre, asunto IV/31.734-compra de películas por 
las estaciones alemanas de televisión (DOCE L 284/81 de 3 de octubre). 

, de modificación diversas leyes para su adaptación a la Ley 

sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio, más conocida 

como «Ley Omnibus». Con ello pretende responderse al enorme interés que 

para la UE tiene la liberalización de los servicios profesionales y que de nuevo 

y recientemente se ha vuelto a poner de manifiesto con la aprobación por la 

Comisión Europea de la Comunicación sobre la evaluación de las regulaciones 

nacionales del acceso a las profesiones, de 2 de octubre de 2013. En todo 

caso, conviene tener en cuenta que este Anteproyecto forma parte, pues, del 

paquete de medidas que derivan de los reiterados objetivos de simplificación, 

agilidad y transparencia en la gestión pública para llevar a cabo la pretendida 

reforma de las Administraciones Públicas. Así pues, el Anteproyecto de Ley de 

Colegios y Servicios Profesionales, tiene como última finalidad impulsar la 

competitividad, el crecimiento y la calidad de los servicios, mediante la 

eliminación de restricciones en diversos ámbitos.  

12 BOE nº 308, de 23 de diciembre de 2010. 
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En consecuencia, y a los efectos que interesan a esta exposición, debe 

destacarse como el Título I, en su Capítulo I -Libertad de acceso y ejercicio-, 

comienza proclamando que el «acceso y ejercicio de las actividades 

profesionales y profesiones será libre, sin más restricciones ni condiciones que 

las establecidas de acuerdo con lo previsto en esta ley» (art. 4º). Este principio 

general de libertad de acceso y libertad de ejercicio de toda actividad 

profesional y profesión del nuevo marco regulador, se acompaña por el de 

igualdad de trato y no discriminación y por el de eficacia en todo el territorio 

nacional –en plena consonancia con las medidas de la futura Ley de Garantía 

de Unidad de Mercado- que reconoce la capacidad para ejercer en todo el 

territorio nacional de los profesionales con independencia de donde se haya 

accedido a la actividad profesional (arts. 5º y 6º).  

De otra parte, el Capítulo II -Acceso a la actividad profesional y las 

profesiones- determina que las «restricciones al acceso a una actividad 

profesional o una profesión basadas en la cualificación13 sólo podrán 

establecerse cuando sea necesario por razones de interés general y de 

acuerdo con los principios de proporcionalidad14

                                                 
13 Debiéndose entender por tal, como se dispone en el artículo 3º, «cualquier acreditación oficial, como un 
título del sistema educativo o aquella emitida por otras administraciones distintas de las educativas, que 
cuenten con valor profesional». 

 y no discriminación»; de tal 

manera que sólo será posible establecer restricciones al acceso profesional a 

través de «una norma con rango de Ley. En el caso de transposición de una 

norma de Derecho comunitario, las restricciones al acceso podrán estar 

previstas en una norma de rango inferior»; y con la precisa delimitación de que 

habrá de entenderse por restricción al acceso basada en la cualificación 

«cualquier exigencia o límite relativos a la titulación, nivel académico o 

educativo, formación, capacitación o experiencia que implique la reserva de 

funciones a favor del poseedor de dicha cualificación» (art. 7º). Acordemente a 

este planteamiento se delimitan las restricciones de acceso basadas en la 

14 «Se cumple dicho principio cuando la medida implementada supone el uso del instrumento más 
adecuado para garantizar la consecución del objetivo que se persigue porque no existen otras medidas 
menos restrictivas que permitan obtener el mismo resultado» (art. 3º).  
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exigencia profesión titulada15

A su vez, el Capítulo III -Ejercicio profesional-, tras enunciar como 

principio general del ejercicio de actividades profesionales y profesiones el de 

libre competencia

 al estipular que «Sólo podrá exigirse título oficial 

de educación superior para el acceso a una actividad profesional o profesión 

cuando así se establezca en norma estatal con rango de ley por razones de 

interés general» (art. 8º). 

16

Por consiguiente, las repercusiones que la normativa proyectada puede 

tener en el terreno del ejercicio profesional en la actividad física y el deporte 

son de una importancia decisiva, si bien aquí nos centraremos exclusivamente 

en la afectación al plano de los reglamentos y normativas federativas.  

, en plena concordancia con las disposiciones del capítulo 

anterior que «Sólo podrán imponerse condiciones al ejercicio de una actividad 

profesional o profesión cuando así se establezca en norma con rango de ley o 

mediante una disposición de carácter general que desarrolle una previsión legal 

o transponga una norma de derecho comunitario, y conforme a lo dispuesto en 

el artículo 9 de la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las 

actividades de servicios y su ejercicio» (art. 11). 

IV. Las exigencias federativas de condiciones de titulación o cualificación 
para el desarrollo de actividades de carácter técnico 

En rigor la reforma proyectada no previene expresamente menoscabo 

alguno de las potestades formativas de las formaciones deportivas técnico-

deportivas que realizan las federaciones deportivas. Sin embargo, el 

mantenimiento de dichas potestades de algún modo viene a contrariar los 

objetivos que motivan los proyectos normativos de unidad de mercado y de 

regulación de servicios y colegios profesionales. Todo ello a partir del momento 

                                                 
15 Definiéndose la misma como «aquélla para cuyo acceso se exija estar en posesión de un título 
académico oficial de educación superior» (art. 3º). 
16 De tal modo que las mismas estarán sujetas, en cuanto a la oferta de servicios y fijación de su 
remuneración, a los términos que se recogen, respectivamente, en la Ley 3/1991, de 10 de enero (BOE nº 
10, de 11 de enero), de Competencia Desleal y la Ley 15/2007, de 3 de julio (BOE nº 159, de 4 de julio), 
de Defensa de la Competencia (art. 10). 
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en que la conclusión a la que necesariamente conduce la normativa comentada 

es que deben eliminarse las exigencias de titulación o cualificación para el 

ejercicio de la misma en cuanto impidan o contraríen las estipulaciones 

normativas proyectadas en pro de esa unidad de mercado y liberalización de 

los servicios profesionales, en cuanto que estas prestaciones de servicios 

impliquen actividad económica. 

La vigente Ley 10/1990 del Deporte estipula que «Las Federaciones 

Deportivas Españolas que impongan condiciones de titulación para el 

desarrollo de actividades de carácter técnico, en Clubes que participen en 

competiciones oficiales, deberán aceptar las titulaciones expedidas por los 

centros legalmente reconocidos» (art. 55.4.). Por tanto, se reconoce ex lege y 

expresamente la potestad de las Federaciones Deportivas Españolas –

reconocimiento que también se reproduce en el marco autonómico a sus 

federaciones- de imponer «(...) condiciones de titulación para el desarrollo de 

actividades de carácter técnico (…)». 

Acordemente con ello, es un hecho conocido que en gran parte de las 

modalidades o especialidades deportivas federativas la realización de 

actividades de carácter técnico en el marco de la competición oficial requiere 

estar en posesión del correspondiente diploma o certificado federativo, al que 

conducen las actividades de formación federativa. En tal sentido resulta ser 

paradigmáticamente ilustrativo el Reglamento de la Real Federación Española 

de Fútbol17 (en adelante, RFEF). En el mismo se establece -en el Título III De 

los técnicos y sus licencias- que la expedición de la licencia federativa de 

entrenador se hace depender de la aportación por el interesado, entre otros 

requisitos, del «correspondiente título/diploma» (art. 152. 2 del Reglamento 

RFEF). Asimismo, se determina la existencia de distintas licencias en función 

de la «titulación acorde a la categoría correspondiente»18

                                                 
17 Vid. 

 (art. 153 del 

http://www.rfef.es/FCKeditor/UserFiles/File/Radio/Euro%202012/Reglamento%20RFEF%20ok.pdf. 
Consulta 3 de mayo de 2013. 
18 «1. Son licencias de entrenadores, en la modalidad principal, las siguientes: (…) a) «E»: Entrenador. 
Necesario modelo oficial y titulación acorde a la categoría correspondiente. Fútbol y Fútbol Femenino. 

http://www.rfef.es/FCKeditor/UserFiles/File/Radio/Euro%202012/Reglamento%20RFEF%20ok.pdf�
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Reglamento RFEF); se enuncia cuáles son estas categorías (art. 155 del 

Reglamento RFEF) y las competencias profesionales de los entrenadores en 

función de las mismas (art. 155 del Reglamento RFEF). Además, también es 

necesario el cumplimiento de unos denominados «Requisitos para el ejercicio 

de la actividad» para poder ejercer como entrenador, de tal manera que  

«1. Para que un entrenador pueda ejercer sus funciones en un club 

adscrito a la organización federativa, deberá reunir las siguientes 

condiciones: a) Obtener, de la Federación de ámbito autonómico que 

corresponda, la pertinente licencia mediante el formulario oficial, que le 

faculte para entrenar y dirigir a su equipo en los partidos, que será librado 

por ésta bajo la denominación «E»,»E2», o «ES»,»ES2» previo informe 

del Comité de Entrenadores respectivo. Tratándose de entrenadores de 

equipos adscritos a las divisiones Primera, Segunda, Segunda «B» y a la 

Primera y Segunda División de Fútbol Sala, la expedición de sus licencias 

corresponderá, en exclusiva, a la Real Federación Española de Fútbol, la 

cual llevará a cabo la pertinente tramitación y procederá, en su caso, al 

libramiento de las mismas. (…) b) Satisfacer la cuantía que fije la 

Asamblea General en concepto de diligenciamiento/visado de la 

correspondiente licencia. (…) c) Estar en posesión del Certificado de 

Actualización y Reciclaje, tanto para nivel internacional como para las 

competiciones nacionales, en su caso. Dicho certificado, que se regulará 

por el Comité de Entrenadores correspondiente, se exigirá con una 

periodicidad de tres años. Conllevará la consecución de un mínimo de 

puntos, obtenidos mediante la práctica de la actividad o la asistencia a las 

jornadas que se convoquen a tal efecto, por los respectivos Comités. (…) 

2. Los preparadores físicos, Licenciados o Graduados en Ciencias de la 

                                                                                                                                               
(…) b) «E2»: Segundo Entrenador. Necesario modelo oficial y titulación acorde a la categoría 
correspondiente. Fútbol y Fútbol Femenino. (…) c) «EP»: Entrenador de Porteros. Necesario modelo 
oficial y Diploma del Curso de Especialista en Entrenamiento de Porteros de Fútbol expedido e impartido 
por la RFEF. (…) 2. Son licencias de entrenadores, en la especialidad de Fútbol Sala, las siguientes: (…) 
a) «ES»: Entrenador Sala. Necesario modelo oficial y titulación acorde a la categoría correspondiente. 
Fútbol Sala y Fútbol Sala Femenino. (…) b) «ES2»: Segundo Entrenador Sala. Necesario modelo oficial 
y titulación acorde a la categoría correspondiente. Fútbol Sala y Fútbol Sala Femenino». 
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Actividad Física y el Deporte y los Diplomados del Curso de Especialista 

de Entrenamiento de Porteros de Fútbol expedido por la RFEF y los que 

en su momento puedan determinarse, estarán sujetos a las mismas 

condiciones que determina la reglamentación relativa a entrenadores, y 

podrán suscribir la licencia denominada «PF» o «EP»» (art. 156 del 

Reglamento RFEF). 

Requisitos o condiciones que resultan ser de inexcusable cumplimiento, 

pues de las mismas se hace depender la contratación de entrenadores: «1. 

Será preceptivo para los equipos adscritos a categoría Nacional, disponer de 

un entrenador que esté en posesión del Diploma o Título correspondiente a 

aquélla. Salvo fuerza mayor, el entrenador deberá estar presente en los 

partidos que su equipo dispute en cualquier competición, figurando como tal en 

el acta correspondiente y sentándose en el banquillo durante el partido. (…) 2. 

Los clubs podrán contratar, además, uno o más entrenadores ayudantes, los 

cuáles deben poseer titulación igual, o inferior en un grado a la correspondiente 

a la categoría del equipo de que se trate, siendo como mínimo Nivel 1, y 

diligenciar licencia «E2» o «ES2»» (art. 159 del Reglamento RFEF). 

Exigencias de titulación y formación que –de forma similar- también 

pueden encontrarse en modalidades deportivas tan distintas como pueda ser la 

de boxeo. Así, en el Reglamento de Boxeo Profesional de la Federación 

Española de Boxeo19

Para, a continuación, pasar a precisar que «Son Entrenadores los que 

tengan el correspondiente diploma expedido por la Escuela Nacional de Boxeo, 

y estén en posesión de la correspondiente licencia federativa. (…) Hasta que 

se establezcan los correspondientes títulos oficiales, para la obtención del 

 (en adelante, RBPFEB), se establece que «1. Se 

denomina Entrenador (segundo y/o Preparador), al Técnico cualificado que 

entrena y dirige en sus competiciones a uno o varios púgiles sometidos a su 

cuidado, les acompaña en los desplazamientos que requieran su actividad 

profesional, especialmente en el vestuario y en el ring» (art. 18 RBPFEB).  
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diploma de entrenador de boxeo se exigirá la superación de la formación 

prevista en la Orden ECD/3310/2002 (…) o norma que la sustituya. En todo 

caso, los diplomas de entrenador expedidos por la Escuela Nacional de Boxeo 

hasta el momento de la entrada en vigor del presente Reglamento, conservarán 

los efectos para los que fueron expedidos, debiendo cursar y aprobar al menos 

1 vez cada 2 años, el curso de reciclaje y perfeccionamiento impartido por la 

Escuela Nacional» (art. 18.1 RBPFEB). 

Asimismo, también se reglamenta que las licencias de entrenador se 

expedirán en función de las «diferentes categorías, titulaciones, ingreso, y 

clasificaciones, se emitirán por la Escuela Nacional de la Federación Española 

de Boxeo, que emitirá las siguientes Licencias de Entrenador: a) Profesor 

Nacional de Boxeo -Nivel A; b) Entrenador -Nivel B (antes denominado 

Preparador Nacional); c) Entrenador -Nivel C (antes denominado Preparador 

Territorial); d) Monitor de Boxeo -Nivel D; f) Ayudante de Entrenador -Nivel E» 

(art. 18.1 RBPFEB). 

Por último, también, la titulación determinará la competencia profesional, 

pues «Según el Reglamento del Comité Nacional de Entrenadores, solamente 

podrán entrenar y suscribir Contratos de Apoderamiento con Boxeadores 

Profesionales los comprendidos en las categorías “A”, “B” y “C”» (art. 18.1 

RBPFEB). 

De otra parte, tampoco debe desconocerse que los estatutos y 

reglamentos federativos en no pocas ocasiones condicionan la obtención de la 

licencia federativa de entrenador no sólo a la tenencia de dichas titulaciones 

sino también a la integración obligatoria en un colegio de entrenadores dentro 

de la propia federación, el pago de cuotas, etc. Tal es el caso, como se ha 

referido unas líneas más arriba, de los técnicos de fútbol. Así, entre los 

requisitos que condicionan la expedición de la licencia de entrenador se 

encuentra el tener que aportar para ello «el visado de colegiación»20

                                                                                                                                               
19 Vid. 

, así como 

http://www.feboxeo.com/reglamentos/reglamento_boxeo_profesional_2011.pdf. Consulta 8 de 
abril de 2012. 
20 Artículo 152. 2 del Reglamento RFEF). 

http://www.feboxeo.com/reglamentos/reglamento_boxeo_profesional_2011.pdf�
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el abono de la cuota de colegiado y de los derechos de diligencia de la licencia 

y contrato (3% de las cantidades estipuladas en contrato, o bien, los mínimos 

establecidos por categorías)21. Obligación esta, por cierto, de la «colegiación» y 

del pago de la correspondiente cuota que conlleva, que es difícilmente 

asumible desde la perspectiva del derecho fundamental de asociación y que 

genera malestar en los técnicos de fútbol22

No obstante, parecida exigencia se plantea también y por ejemplo, en el 

contexto federativo del judo. Así, en los Estatutos de la Real Federación 

Española de Judo y Deportes Asociados

.  

23 (en adelante, RFEYJDA) se instituye 

el Colegio Nacional de Profesores-Entrenadores, que «entiende directamente 

del funcionamiento colectivo de aquellos, y le corresponde, con subordinación 

al Presidente de la RFEYJDA, su gobierno y representación» y sin que en este 

sentido se haga otra referencia a estos técnicos. Sin embargo, y a título 

ilustrativo, con pie en esta genérica disposición los Estatutos de la Federación 

Madrileña de Judo y Deportes Asociados24

                                                 
21 Como puede verse en la Circular nº 3 de la Federación Granadina de Fútbol y que reglamenta las 
«Normas para la inscripción de entrenadores y Jugadores». En 

 (en adelante, FMYJDA), disponen 

que «Son entrenadores las personas físicas con titulación reconocida por la 

FMJYDA, dedicados a la preparación y dirección técnica del deporte de judo 

y/o deportes asociados, tanto en el ámbito de clubes y entidades deportivas 

como de la propia Federación» (art. 17). De manera que «Son deberes básicos 

de los entrenadores: (…) a) (…) la tramitación anual de la licencia federativa, 

con el sello de la colegiación técnica correspondiente, que le habilita para 

examinar y firmar grados (…) a los deportistas del club donde figure como 

entrenador» (art. 19). 

http://www.fgrf.es/pdf/secretaria/circulares/217_circular.pdf (consulta 4 de noviembre de 2013).  
22 En este sentido, la Asociación de Entrenadores de Fútbol (en adelante, ANEF), en su reunión con el 
CSD, puso de manifiesto su desacuerdo con asuntos tales como «la obligatoriedad de colegiarse y de 
pagar el 3% de los contratos para obtener la licencia federativa». Vid. «Los entrenadores de fútbol 
denuncian nuevamente el canon federativo», en iusport, 8 de octubre de 2013, 
http://iusport.com/not/984/los_entrenadores_denuncian_nuevamente_el_canon_federativo/. Consulta 8 de 
octubre de 2013.  
23 Vid. en rfejudo.es/index.php/informacion-general/estatutos-reglementos. Consulta 7 de octubre de 
2013. 
24 Vid. en https://www.fmjudo.es/attachments/article/34/ESTATUTOS%20FMJ%20y%20D.A..pdf. 
Consulta 7 de octubre de 2013. 

http://www.fgrf.es/pdf/secretaria/circulares/217_circular.pdf�
http://iusport.com/not/984/los_entrenadores_denuncian_nuevamente_el_canon_federativo/�
https://www.fmjudo.es/attachments/article/34/ESTATUTOS%20FMJ%20y%20D.A..pdf�
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Es indudable que estas exigencias de titulación o cualificación 

constituyen una restricción para ejercer una profesión, toda vez que su 

desempeño se hace depender en el contexto de la competición oficial de la 

oportuna expedición de la licencia federativa correspondiente y dicha 

expedición, a su vez, requiere –como se ha visto y entre otros requisitos- la 

posesión de una cualificación, en algunos casos la integración obligatoria en el 

correspondiente colegio federativo de entrenadores, pago de su cuota, la 

obligatoriedad de realizar reciclajes, etc. De ahí que, de entrada, todo ello se 

hace difícilmente compatible con las premisas básicas del derecho fundamental 

de asociación25 y recuerda a la situación, supuestamente superada, que 

determinaba el derogado RD 318/1981, de 5 de febrero26

Con lo que, resulta obvio, que la no adscripción a la respectiva 

federación impedía al deportista la prestación de sus servicios como 

profesional, y resultando más que evidente la compulsión a federarse

, por el que se dictan 

normas reguladoras de la relación laboral especial de los deportistas 

profesionales, en el que se hacía depender la calificación de deportista 

profesional a la «posesión de la correspondiente licencia federativa» (art. 2).  

27

                                                 
25 Obligación esta, por cierto, de la «colegiación» y del pago de la correspondiente cuota que conlleva, 
que es difícilmente asumible desde la perspectiva del derecho fundamental de asociación y que genera 
malestar en los técnicos de fútbol. En este sentido, la Asociación de Entrenadores de Fútbol (en adelante, 
ANEF), en su reunión con el CSD, puso de manifiesto su desacuerdo con asuntos tales como «la 
obligatoriedad de colegiarse y de pagar el 3% de los contratos para obtener la licencia federativa». Vid. 
«Los entrenadores de fútbol denuncian nuevamente el canon federativo», en iusport, 8 de octubre de 
2013, 

. 

http://iusport.com/not/984/los_entrenadores_denuncian_nuevamente_el_canon_federativo/. 
Consulta 8 de octubre de 2013.  
26 BOE nº 56, de 6 de marzo. 
27 Asimismo esta situación, de exigencia de licencia federativa, comportaba según SALA FRANCO, T., 
El trabajo de los deportistas profesionales, Mezquita, Madrid, 1983, págs. 32-33, «graves problemas 
interpretativos a la luz de las actuales normas federativas». En efecto, los Estatutos o Reglamentos 
federativos de los distintos deportes establecían una identificación entre la inscripción de un deportista en 
favor de un determinado club y la licencia para la práctica de ese deporte - lo cual se mantiene, con 
carácter general, actualmente -, ello unido al hecho de que correspondía al club, al igual que ahora, y no al 
deportista la solicitud de la licencia federativa, con carácter anual y renovable. Así la identificación de la 
licencia federativa a que se refería el RD 318/1981, como la licencia resultante de la inscripción del club a 
que se refieren las normas federativas, podría dar lugar a «la absurda situación» de que a un Club, 
interesado en prescindir de los servicios de un determinado deportista, le bastaría para ello omitir, 
consciente y voluntariamente, la tramitación anual de su licencia federativa para que el citado deportista 
careciese en un momento determinado de licencia, y aunque el contrato suscrito no hubiera vencido, «la 
falta de uno de los elementos esenciales del contrato conduciría a la resolución del mismo». Lo cual 
comportaría, según el autor citado, una clara infracción legal, pues «la validez y el cumplimiento de los 
contratos no puede dejarse al arbitrio de uno de los contratantes (art. 1256 del Código Civil)». 

http://iusport.com/not/984/los_entrenadores_denuncian_nuevamente_el_canon_federativo/�
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Evidencia que, a la vista de las precedentes consideraciones, no parece ser 

menoscabada por la vigencia del RD 1006/1985, de 26 de junio28, que regula la 

relación laboral de los deportistas profesionales y, por ende, la de los 

entrenadores y técnicos deportivos por mor de la reiterada interpretación 

jurisprudencial29 que supuso la STS de 14 de mayo de 1985. Es cierto que el 

RD 1006/1985 suprimió el requisito de la licencia federativa30, sin embargo, el 

necesario cumplimiento de los requisitos federativos expuestos, invitan a dudar 

seriamente de la eficacia de dicha previsión reglamentaria resultaba de dudosa 

eficacia, pues, como temprana y agudamente apuntaba PALOMAR, «de muy 

poco puede servir el mantenerse en vigor un contrato laboral con un 

determinado club, si no se puede participar en las competiciones deportivas»31

Volviendo a la cuestión nuclear que nos ocupa, y conforme a las 

consolidadas bases del Derecho comunitario que se han expuesto, es muy 

claro que el deporte profesional o, si se prefiere, las actividades técnico-

. 

                                                 
28 BOE nº 153, de 27 de junio. 
29 Si bien ello suscita una acogida desigual en la doctrina. En este sentido, mantienen una posición 
asertiva ante este criterio jurisprudencial, por todos, ROQUETA BUJ, R., El trabajo de los deportistas 
profesionales, Tirant Lo Blanch, Valencia, 1996, págs. 64 y ss.; CARDENAL CARRO, M., Deporte y 
Derecho. Las relaciones laborales del deporte profesional, Universidad de Murcia, Murcia, 1996, pág. 
132; CORDERO SAAVEDRA, L., El deportista profesional. Aspectos laborales y fiscales, Lex Nova, 
Valladolid, 2001, págs. 36 y ss. Por contra, y sobre la base del tenor de la normativa reglamentario 
expuesta, rechazan doctrinalmente esta propuesta judicial, por todos, vid. SALA FRANCO, T., ob. cit., 
pág. 22; SAGARDOY BENGOECHEA, J. A. y GUERRERO OSTOLAZA, J. Mª., El contrato de 
trabajo del deportista profesional, Civitas, Dykinson, Madrid, 1991, pág. 44; IRURZUN UGALDE, K., 
«La prestación laboral del entrenador. Naturaleza jurídica de la prestación en las Sentencias de los 
Tribunales», en Revista Española de Derecho Deportivo, nº 4, 1994, págs. 225 y ss.; RUBIO SÁNCHEZ, 
F., El contrato de trabajo de los deportistas profesionales, Madrid, 2002, págs. 133 y ss. 
30 «Son deportistas profesionales quienes, en virtud de una relación establecida con carácter regular, se 
dediquen voluntariamente a la práctica del deporte por cuenta y dentro del ámbito de organización y 
dirección de un club o entidad deportiva a cambio de una retribución» (art. 2.2). En este sentido debe 
destacarse que el CONSEJO DE ESTADO, Memoria de 1991: el deporte, en Revista Española de 
Derecho Deportivo, nº 2, 1993, pág. 270, se manifestó conforme con la supresión de este requisito «por 
cuanto la consideración de una relación materialmente profesional, a efectos de su régimen jurídico 
laboral, no debe depender del cumplimiento efectivo de un requisito de carácter federativo, sino más bien 
debe ser en las normas federativas donde se establezca la debida coordinación entre la expedición de la 
licencia y el carácter profesional de la relación de servicios del deportista». 
31 PALOMAR OLMEDA, A., «Análisis de los diferentes aspectos que plantea la resolución del contrato 
de trabajo de los deportistas profesionales», en Revista Española de Derecho del Trabajo, nº 30, 1987, 
pág. 284. Por su parte, ROQUETA BUJ, R., ob. cit., págs. 99-102, va más allá de esta última 
consideración, pues, entendiendo que la licencia federativa constituye «un límite al desempeño del 
deporte profesional», aduce que la posesión de la correspondiente licencia federativa no sólo se configura 
como «un requisito indispensable para poder participar en cualquier competición de carácter oficial» para 
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deportivas que supongan la prestación de un servicio profesional o laboral 

constituyen una actividad económica. De otro lado también es muy claro que 

resulta harto difícil congeniar la legitimidad de estas reglamentaciones 

federativas que condicionan el ejercicio de actividades profesionales técnico-

deportivas con el objetivo de establecer un ámbito de aplicación que incluye el 

libre acceso y ejercicio de actividades económicas «y, en consecuencia, a todos 

los actos y disposiciones de las diferentes Administraciones Públicas»32

Así, debe insistirse en que la pretendida liberación de los servicios 

profesionales, en los términos del Anteproyecto de Ley de Servicios y Colegios 

Profesionales, supondrá que las restricciones al acceso a una actividad 

profesional o una profesión basadas en la cualificación sólo podrán 

establecerse cuando sea necesario por razones de interés general y de 

acuerdo con los principios de proporcionalidad y no discriminación (art. 7.1). 

Por ello, y en su caso, estas restricciones al acceso deberán estar previstas en 

una norma con rango de Ley -si bien en el caso de transposición de una norma 

de derecho comunitario, las restricciones al acceso podrán estar previstas en 

una norma de rango inferior (art. 7.2)-, con la precisión de que si la restricción 

se fundamenta en la exigencia de un título oficial de educación superior, ello 

requerirá norma estatal con rango de ley (art. 8.1). 

 -

incluidos sus agentes colaboradores, como son las federaciones en el caso, 

por ejemplo, de la competición oficial- que afecten a tal ejercicio.  

No cabe duda, pues, de que la publicación de estas futuras leyes habrá 

de tener un efecto decisivo en la organización de la actividad deportiva que se 

desarrolla a través de las federaciones deportivas. El mismo, a grandes rasgos 

considerado, no puede ser otro que la remoción de las potestades federativas 

en materia de la determinación de los requisitos o condiciones que puedan 

suponer o identificarse como restricciones o barreras al acceso al ejercicio 

profesional en el deporte. Lo que pondrá en cuestión la vigencia de todas las 

                                                                                                                                               
los deportistas profesionales, sino que, también, dicho requisito se aplica «a los entrenadores y en algunas 
modalidades deportivas (...) a las distintas clases de colaboradores desde delegados a fisioterapeutas». 
32 Vid. la exposición de motivos del Proyecto de Ley de Garantía de Unidad de Mercado.  
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actuales normas y reglamentos federativos que implican dicha restricción. De 

modo que estas reglamentaciones habrán de ajustar al máximo sus fines y 

efectos para impedir que el desarrollo y organización de la actividad deportiva 

que ahora les compete, pueda afectar al ejercicio de actividades de carácter 

técnico profesional en relación con la misma contrariando los principios y 

prescripciones que sustentan el objetivo de unidad del mercado a través de la 

liberación de los servicios profesionales.  

Lo contrario implicará incurrir en una flagrante transgresión del principio 

de la prohibición genérica de restricciones al acceso basadas en la cualificación 

que efectivamente se pretende, respecto del ejercicio de las profesiones 

deportivas en este contexto. 
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